Carátula 


COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL 


(Sesión celebrada el día 9 de abril de 2019). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 11:07). 


—Buenos días. Comenzamos esta sesión con el nuevo plantel del Ministerio de Defensa 
Nacional así que, ante todo, les deseamos el mayor de los éxitos. 


Como bien sabe el señor ministro, la sesión de hoy está vinculada —como se dice en la nota 
enviada— con la posibilidad de contar, por vez primera, con la información oficial y detallada por parte 
del Poder Ejecutivo acerca de los episodios ocurridos en este último mes, es decir, de todos los 
sucesos que han acontecido desde el punto de vista de la institución militar y también de dicho Poder. 


La voluntad de la convocatoria estuvo planteada apenas se conocieron los episodios de la 
última semana, que se refuerzan con la solicitud de venia de destitución de cuatro oficiales generales. 
Por tanto, solicitamos al señor ministro que nos informe sobre todo este proceso —es obvio que asumió 
su cargo en el día de ayer pero, en fin, hoy le tocó representar al Poder Ejecutivo—; y después, al final, 
llegaremos al expediente que, como bien sabe, solicitamos a través de un pedido de informes. 


SEÑOR MINISTRO..- Ante todo, señalamos que estamos compareciendo, como dijo el señor 
presidente, no por aspiración a integrar el libro de Guinness, en lo que tiene que ver con la celeridad de 
asistir al Parlamento, sino porque se nos informó que se venía tratando el tema de las venias de 
destitución. 


Asu vez, el señor presidente sabe que durante 25 años estuve institucionalizado acá, 
entrando y saliendo hacia el Poder Ejecutivo, por lo que parecía de orden responder lo más rápido 
posible a esta demanda. 


Voy a hacer una cronología tomando como centro el tema de los tribunales de honor porque 
me parece que es el eje del cual, después, se desprendieron algunas decisiones que fueron tomadas 
en función del proceso de los mismos. 


Con fecha 1* de setiembre de 2017 queda constituido un Tribunal de Honor, en el que se va 
a situar a los oficiales Jorge Silveira, Ernesto Rama, Gilberto Vázquez y Luis Maurente, lo cual creo 
que figura en los antecedentes que ya tienen en la comisión. Dicho Tribunal de Honor en esa 
oportunidad va a quedar integrado por los generales Gustavo Fajardo, José González y Alfredo 
Erramún. 


El 3 de octubre de 2018 se integra el Tribunal de Honor de Alzada con los señores generales 
Claudio Romano, Carlos Sequeira y Alejandro Salaberry como vocal. 


Quiere decir que el 1.” de setiembre de 2017 se instala el Tribunal de Honor. Luego de la 
primera instalación, en octubre, la primera sesión se realiza en diciembre. Aclaro que esta es una 
cronología que he resumido, porque ni yo ni el subsecretario tuvimos acceso al expediente hasta que 
asumimos la cartera en el día de ayer. Sí recibimos información en términos generales, pero no nos 
correspondía tener acceso hasta que fuéramos designados. Entonces, repito que esta es una 
cronología que emana del propio expediente. 


Este Tribunal de Alzada —que se constituyó, como di cuenta, en el mes de octubre— se 
pronuncia el día 12 de febrero de 2019. 


El 14 de febrero de 2019, el general Manini Ríos entrega al ministro de Defensa el 
expediente del Tribunal de Honor, y diría que se vio compelido personalmente a acompañarlo de un 


escrito de ocho carillas. Digo esto porque en realidad podría haber elevado la nota al ministerio y solo 
expresar que se ponía a consideración para las instancias que correspondieren al Poder Ejecutivo — 
que tienen que ver con la homologación o no de los fallos del Tribunal de Honor-—, y haberla firmado. 
Sin embargo, da lugar a un escrito de ocho carillas. 


El 14 de febrero el ministerio recibe ese escrito y es analizado por primera vez en los días 
subsiguientes. El lunes 18 el ministro solicita una reunión a la Presidencia, la que tiene lugar el día 19 
de febrero. Allí informa que están los fallos del Tribunal de Honor y que hay un escrito presentado por 
el comandante Manini. 


El presidente da indicación de que se solicite una reunión con el secretario de la Presidencia 
porque al Poder Ejecutivo le correspondía homologar o no los fallos del Tribunal de Honor. 


El entonces ministro de Defensa Nacional, doctor Menéndez, se reúne con el secretario de la 
Presidencia el día miércoles 20 de febrero. En ese intercambio se analizan varias cuestiones, entre 
ellas, el contenido de la nota del general Manini que, como saben los señores senadores —y tal como 
ha trascendido-—, en realidad hacía referencia al Poder Judicial y a sus sentencias. Y se entra a discutir 
cuáles eran exactamente las competencias del Tribunal de Honor, dado que había sido por aquellas 
cuestiones en las que había estado procesado, particularmente, en lo que tenía que ver con la 
desaparición de 28 compatriotas que era lo que estaba en uno de los expedientes que tiene que ver 
con la causa del segundo vuelo, y dado que había derivado el tema de los pronunciamientos del 
Tribunal de Honor, particularmente poniendo énfasis en las consecuencias en lo que tenía que ver con 
la muerte de Roberto Gomensoro ocurrida, como es de público conocimiento, antes del 27 de junio de 
1973, en marzo de ese año. 


Obviamente, el Tribunal de Honor tuvo en sus manos la sentencia relativa a las condenas por 
los 28 homicidios muy especialmente agravados por lo cual se había convocado al Tribunal de Honor, y 
se dejaba constancia de que el Tribunal de Honor había derivado hacia la muerte del militante Roberto 
Gomensoro y, particularmente, a lo que había implicado en la acusación por la muerte de Roberto 
Gomensoro al coronel Juan Carlos Gómez. Ahí se deja constancia de que en la lectura del fallo del 
Tribunal de Honor sus miembros entendieron que Silveira y Gavazzo habían violado el honor por no 
haber defendido a un camarada, sabiendo que no tenía que ver particularmente con la muerte de 
Gomensoro. Ese había sido el centro de la observación. 


En esa reunión de análisis se discutió cómo proceder con el tema del Tribunal de Honor en 
cuanto a la homologación o no de los fallos, en el entendido de que había más de una posición en 
cuanto a homologar o no en el Ministerio de Defensa Nacional por las implicancias que podía tener una 
u otra cosa. Además, se informó al secretario de la presidencia que había otro trámite en curso 
respecto a ese expediente. Llamativamente, el expediente entra el día 14 y el 15 hay un pedido de 
solicitud de acceso a la información pública por dicho expediente, lo que no se pudo formalizar con 
fecha del 15 porque se había llenado mal el pedido, por lo que se terminó formalizando el día 19 de 
febrero. También había que resolver cómo se procedía con esto, en la medida en que las actuaciones 
del Tribunal de Honor —por vía reglamentaria— estaban sujetas a reserva. Había que tomar decisiones 
respecto del tema de dar respuesta al pedido de acceso a la información pública. A su vez, en esa 
reunión se discutió particularmente el contenido de la nota elevada al tribunal por parte del comandante 
en jefe del ejército. Y —dije que había estado dos o tres días en el ministerio analizándose en 
profundidad todo el expediente— la Secretaría de la Presidencia pidió que el expediente quedara para 
ser visto por las oficinas jurídicas del despacho de la presidencia. 


A nadie escapa que, en realidad, el señor ministro —esto lo voy a decir por algo con lo que 
voy a concluir respecto a lo procesal-— ya estaba siendo atendido por una enfermedad e iba a entrar en 
licencia inmediatamente después del feriado de carnaval, es decir, a partir del 6 de marzo. 


Analizada la nota del comandante en jefe del ejército Manini Ríos, el martes 12 de marzo el 
presidente recibe al comandante y, al tenor de lo que él expresó en la nota, lo va a cesar. Obviamente 
que el cese de un comandante significa el pase a retiro. 


A partir de ahí van a desarrollarse algunas tomas de decisiones que tienen que ver con el 
relevo del comandante. O sea que la primera parte que se desarrolla es el relevo del comandante, el 
cese del comandante y su relevo —eso ocurrió el día 12 de marzo-, y se va a proceder a la designación 
de un nuevo comandante. Porque lo primero que se había analizado, desde el punto de vista del 
contexto —porque no se había terminado de analizar todo el resto—, es la nota que, reitero, el 


comandante Manini hizo a su propia instancia y voluntad, como presentación, cuando no tenía ninguna 
obligación de presentar —ni la tiene— el informe de los tribunales de honor. 


Allí se entra en la semana en la que va a haber que proyectar las resoluciones del cese y 
designación de un nuevo comandante. Se toman las decisiones y se informa que hay que preparar las 
decisiones porque el presidente había resuelto homologar uno de los fallos del Tribunal de Honor, el 
que hacía referencia al coronel Silveira y al teniente coronel Gavazzo, y no homologar el fallo de honor 
que hacía referencia —o que exoneraba- al coronel Maurente. 


Se pide a la Secretaría de la Presidencia, para articular la resolución, los fundamentos 
jurídicos de la presidencia respecto a la resolución de homologación del fallo del Tribunal de Honor. 


Allí se analiza el tema de si, eventualmente, las declaraciones del general Manini tenían que 
ver o podían haber llegado a constituir delito, tanto en la órbita penal ordinaria como en la militar, ya 
que en el caso de los oficiales, independientemente de que hayan pasado a retiro, su estado militar los 
deja sujetos por cuatro años a la eventualidad de aplicar sanciones por parte de la justicia militar. 


En esa fecha se insiste en que hay que resolver, además, lo relativo al pedido de acceso a la 
información porque, una vez finalizada la situación del Tribunal de Honor, había que ver si el pedido de 
acceso a la información iba a darse después de la vista a los implicados respecto al tema de lo resuelto 
por el Tribunal de Honor, o si podía procederse a darla en el contexto de la etapa en la que se estaba. 
Allí hay dudas con respecto a la información pública. Se insiste por parte del ministerio en que hay que 
terminar de resolver. El ministerio ya había fijado posición, pero, en realidad, no era un acto único del 
ministerio sino del Poder Ejecutivo y, en ese sentido, tenía que acordarse la misma interpretación con 
la jurídica de la Presidencia. 


El día 13 de marzo el comandante Manini saca un video a las redes sociales. En ese 
momento ya no era comandante. Enseguida, el comandante encargado lo va a terminar bajando. Se 
vuelve a incorporar un nuevo tema que tiene que ver con la eventualidad de que mereciera sanción por 
ese video. 


La oficina de la Secretaría de la Presidencia pide —o se ordena y se indica— al ministerio, a 
jurídica, que proyecte una resolución de prórroga del pedido de acceso a la información pública en la 
medida en que tiene dos plazos, es decir, el primero y el eventual para poder prorrogarse. 


Allí se realizan unas primeras reuniones con el futuro comandante para llenar los cargos de 
generales. El día 15 de marzo el expediente de acceso al pedido de información pública es entregado a 
la Presidencia para su informe. 


El lunes 18 de marzo asume el nuevo comandante en jefe y el 19 de marzo ingresa un nuevo 
pedido de acceso a la información pública, en la que se pide copia del expediente del Tribunal de 
Honor. Obviamente, quien hizo el primer pedido del día 15 sabía que se entregaba el 14 porque no se 
había dado cuenta a nadie de que se había entregado el expediente. 


Del 13 de marzo al 26 de ese mismo mes, el ministerio va a trabajar en esto más a fondo y a 
analizar el expediente del Tribunal de Honor que había regresado. Como recordarán, había tenido el 
expediente durante tres días y aquí comienza a considerarlo con más profundidad porque hasta ese 
momento había uno solo. Cabe destacar que estaba en situación de reserva y todavía no se había 
resuelto el acceso al Tribunal de Honor. Entonces se resuelve seguir tres pasos: el primero fue que una 
vez que llegara el expediente del pedido de acceso a la información pública, se determinaría si se 
clasificaba el expediente del Tribunal de Honor como reservado o confidencial, el segundo sería 
notificar a los tres oficiales que éste había vuelto y el tercero sería dictar la resolución del Poder 
Ejecutivo, pasando a Gavazzo y a Silveira a situación de reforma, lo que implica luego informar a todos 
los servicios de retiros y pensiones. Además, se evalúa la pertinencia de remitir copia del expediente a 
la justicia militar y se empieza a hacer un trabajo —aclaro que estoy haciendo un racconto de la 
información a la que accedí— dispuesto por las autoridades ministeriales, para, una vez se tuviera todo 
el expediente y las declaraciones, identificar las causas judiciales en las que había que presentar copia 
de las actas de declaración. Por lo tanto, más allá de que tuviera que pasar todo el expediente en 
bruto, el ministerio se puso a trabajar para identificar las causas judiciales en los respectivos juzgados, 
donde declaraciones de los implicados en el Tribunal de Honor podían tener que ver con hechos 
delictivos vinculados a causas específicas. 


Así, se identifican cinco causas judiciales, que afectaban a distintos juzgados: al Juzgado de 
Primera Instancia de Paso de los Toros, al de Primera Instancia en lo Penal de 23" Turno, a un Juzgado 
Penal de 23* Turno en dos causas distintas, que tenían que ver con otros ciudadanos detenidos 
desaparecidos y al Juzgado Letrado en lo Penal de 27* Turno. Por lo tanto, el ministerio terminó de 
trabajar en este tema y va a entregar a la fiscalía especializada en violaciones a los derechos humanos 
un trabajo que, ante todo, no pretende sustituir a la labor de la fiscalía. Es decir, teniendo en cuenta 
que esta fiscalía está abarrotada de causas, se entendió que si le llegaba un expediente sin 
discriminar, se estaría sobrecargando su trabajo. Obviamente, luego el fiscal podría hacer con él lo que 
quisiera, es decir, tirarlo o utilizarlo como guía. 


En ese momento, Daniel Montiel ocupaba el cargo de ministro interino, y dado que ya se 
había asumido un compromiso con las Naciones Unidas para participar en una conferencia de 
ministros sobre misiones de paz, a realizarse en Nueva York, del 26 al 31, el día 25 viajó para asistir a 
este evento. 


Luego se produce el desenlace de una serie de acontecimientos, y el punto de partida fue que 
un expediente muy grande, que estaba en situación de reserva —hasta el momento no se había tomado 
otra decisión— llega —no sabemos si en su totalidad o parte de él- a un periodista que, al enterarse de 
su contenido y atendiendo lo que impone su profesión desde el punto de vista ético, lo da a conocer. A 
partir de ahí se desencadenan los acontecimientos del día 31 y las decisiones tomadas por el Poder 
Ejecutivo, por la Presidencia de la República, al tanto de la repercusión que tomaba, en cierto grado 
dando o pretendiendo dar a entender que no se estaba procediendo a dar la noticia criminal, la que 
nunca había sido puesta en consideración del mando superior de las Fuerzas Armadas. 


Como ustedes saben, en el Reglamento de los Tribunales de Honor, enterado de la 
eventualidad de un crimen o un delito —ya lo saben porque lo tienen en los antecedentes—, hay que 
suspender las actuaciones del Tribunal de Honor, dar cuenta al superior y estar a lo que él disponga. 


En ninguna parte del expediente figura que se haya procedido acorde al artículo 77 del 
Reglamento de los Tribunales de Honor. Alguien puede decir —y se verá en las instancias judiciales 
correspondientes— que se pudo haber informado oralmente, de palabra. Incluso, después se ha 
insinuado por parte del comandante Manini Ríos en declaraciones públicas que, enterado de la noticia 
y pensando que eso era una especie de maniobra para dilatar, él habría planteado que se continuara 
con las actuaciones del Tribunal de Honor. Creo que el excomandante Manini Ríos no debería 
desconocer que en un caso de sensibilidad como este, o con el expediente en general, lo que no está 
en el expediente no existe, como dijera Couture. Por lo tanto, nosotros fuimos a ver si estaba en el 
expediente las constancias de haber detenido las actuaciones del Tribunal de Honor, de haber 
informado al mando superior, en este caso al general Manini Ríos, y preguntado particularmente —en 
este caso con nosotros— a las autoridades ministeriales —que habían cesado- si había sido 
comunicado oralmente al señor ministro, o al señor ministro interino. Nos enteramos de que nunca fue 
comunicada la noticia criminal. 


Yo no leí el expediente. Como ustedes comprenderán, desde el día de ayer estuve un poquito 
movido. Creo que leo con cierta rapidez, pero como es un expediente de más de 800 páginas, no me 
dio el tiempo para leerlo todo en un día. Y no sería la única noticia criminal que habría que trasmitir 
porque los que sí trabajaban en el expediente estaban discriminando, por lo menos, cinco causas para 
informar. 


A partir de ahí el señor presidente decide relevar al señor comandante en jefe del ejército, que 
era uno de los miembros del Tribunal de Honor, digámosle de primera instancia, no del Tribunal de 
Alzada. Y también decide relevar al jefe del Esmade por aquello de que solo se puede relevar por vía 
directa a los oficiales comandantes en jefe o jefe de comandos —el Esmade tiene su propia 
característica de comando- y solicitar la venia para la remoción de acuerdo a la disposición votada de 
sustitución del inciso G) de la ley orgánica, en su artículo 192, que en el año 2013 pasa la 
responsabilidad de la iniciativa al Poder Ejecutivo y la venia a la Cámara de Senadores para que esta 
resuelva. 


El fundamento está expresado en el breve mensaje, en el que se plantea el tema de no 
haber cumplido deliberadamente con el artículo 77 del Reglamento de los Tribunales de Honor, y no 
escapan a nadie las eventuales consecuencias de no haber comunicado esta noticia. Tampoco escapa 
a nadie —por lo menos, de quienes estamos acá- que, tal como señalé hoy de mañana a un medio de 
comunicación, si pasa algo en el Ministerio de Turismo, las personas no se cuestionan si pueden seguir 
yendo a la playa; la vida sigue su curso normal. En cambio, si pasa algo en el Ministerio de Defensa 


Nacional, en general, las cosas que allí suceden provocan ruido, despierta inquietud y cierto grado de 
conmoción en la opinión pública. Ya he dicho que no creo que acá haya crisis ni nada por el estilo —si 
queremos hablar de crisis, podemos hablar de momentos de crisis de tiempo atrás, por lo menos desde 
que tengo uso de razón-, pero esto se transforma en una falta al no haber cumplido y haber dado lugar 
a las repercusiones que se produjeron. 


Paso ahora al tema del expediente. Esto lo quiero decir porque es una convicción que tengo, 
surgida a punto de partida de esta información, más allá del expediente, que puedo decir que he 
mirado de costado. El plazo del que di cuenta, que comienza el 14 de febrero y culmina el 30 de marzo, 
es irrisorio en la Administración pública para el manejo de un expediente, y más teniendo en cuenta 
que, como me acota el subsecretario, estuvo la semana de Carnaval de por medio. En mi opinión, es 
uno de los plazos más cortos en los que se ha procesado un expediente en la Administración pública. 
En realidad, si hubiera tenido que procesarlo un solo ministerio, habría sido un plazo totalmente 
acorde, pero en este caso estaban involucradas dos oficinas jurídicas, que tienen que estar 
necesariamente de acuerdo: la oficina jurídica de la Presidencia de la República y la del propio 
ministerio. Francamente, no conozco un expediente de estas características que haya sido manejado 
con esta celeridad; durante ese lapso hubo un proceso de toma de resoluciones, de asunción de 
ministros interinos, en fin, una sucesión de hechos importantes. Por esa razón, desde el punto de vista 
de los procedimientos —que todavía no finalizaron—, mi lectura es que van a terminar acercando a la 
fiscalía la discriminación de cada una de las causas, no solo de la que trascendió —es decir, de que en 
realidad Gavazzo habría atado un cadáver con alambres y piedras, que luego tiró al río Negro, cerca 
de Rincón del Bonete—, sino de las otras que también estaban identificadas y que necesitaban un 
trabajo de discriminación. 


El tema está planteado en ese sentido y, obviamente, la responsabilidad en este momento 
está en la cancha del Parlamento y será este el que resuelva. 


Si me permiten, voy a agregar algo de mi peculio. Desde el punto de vista político, me 
resultan absolutamente inadmisibles algunas consideraciones hechas por oficiales generales que 
todavía están —porque no han sido cesados— en actividad, como el hecho de que en el expediente se 
haya dicho que algunas cosas no están suficientemente probadas, por más que la Justicia haya 
catalogado esos actos como delictivos y como violaciones a los derechos humanos y que por eso haya 
llevado adelante los procesamientos en primera instancia, en segunda instancia y en casación. Me 
resulta inadmisible que pueda decirse que no existe la convicción respecto a que aquellos incidentes 
pudieran haber acontecido, tratándose de una generación que estaba en la etapa de la infancia cuando 
mucho de esto sucedió. Creo que dentro del sistema político en general estamos ante un problema. Yo 
puedo entender las causas; voy a expresar a cada uno de los comandantes —cuando me reúna con 
ellos; hasta ahora no he podido hacerlo— cuál creo que es la explicación, para que se entienda y estén 
todas las cartas sobre la mesa en la relación que necesariamente tenemos que tener, pero reitero que 
es algo que me resulta absolutamente inadmisible. 


También me resulta inadmisible que se violente el honor de las Fuerzas Armadas, no por lo 
que haya hecho con el cadáver —quedó exonerado de la responsabilidad de afectar ese honor—, sino 
porque, en realidad, viola el honor del cuerpo de oficiales, que, dentro de las sanciones de los 
tribunales de honor, es un grado distinto al del honor de las Fuerzas Armadas. Me parece 
absolutamente inadmisible, inconcebible y violatorio de todos los pactos internacionales con relación al 
trato a los prisioneros. Estoy como afectado por la consideración, no porque piense que lo pueden 
volver a hacer —eso es otra cosa—, sino porque la conceptualización de esto, esa convicción, no le hace 
bien a la institucionalidad democrática de este país. 


Voy a decir otra cosa más —pero esto sí es interpretativo porque, vuelvo a decir, es 
información que me dieron-—: la convicción de los oficiales en los tribunales de honor no fue tan libre. 
Sabemos que estamos en una organización que es disciplinada y vertical. ¿Por qué no fue tan libre? 
Porque creo que lo que iba a fundamentar y a respaldar el escrito del general Manini eran las 
conceptualizaciones que hicieron los tribunales de honor, cuando no tenía ninguna obligación de 
hacerlo. Por supuesto, esta es mi convicción. No se explica de ninguna manera que se haya hecho el 
duro alegato contra el Poder Judicial expresado en el escrito del general Manini si no era con la 
intención de asumir la responsabilidad. Me parece que es de orden que si se toman algunas 
resoluciones, se asuman las responsabilidades correspondientes, pero en mi opinión ello no exonera 
de la responsabilidad que pueda tener el que está por debajo en la cadena de mando. Ejemplos 
tenemos varios. Ya hemos hecho modificaciones; en su momento, el Parlamento hizo modificaciones a 
la obediencia debida, ¿no? ¿Por qué? Porque la obediencia debida siempre tiene el límite de la 
Constitución y de las leyes. De la misma manera, en términos de convicciones se tendría que haber 
garantizado las condiciones para estos oficiales, que son oficiales jóvenes, jóvenes en términos de 


esto. Como dije, yo vine a asumir esta responsabilidad después de estar afectivamente dedicado a 
cuidar a una nieta, pero como fui llamado, vine. Entiendo que ese es un problema que tenemos desde 
el punto de vista del sistema político. En mi opinión, sería una señal muy importante que el conjunto del 
sistema político tomase medidas que planteen la inadmisibilidad de algunas acciones y valoraciones, 
independientemente de lo que cada cual pueda conceptualizar sobre cómo deberían ser las cosas. 


Estoy a la orden, señor presidente, pero entenderá que podré responder lo que me fui 
enterando, por motivos obvios de recién llegado, diría. Efectivamente, en los últimos diez años, porque 
aquello de que a rey muerto, rey puesto, en realidad me mantuve alejado de todos los temas que 
estuvieran vinculados a la defensa. Con el subsecretario pasa lo mismo. El subsecretario, que era 
senador de la república —lo quiero dejar planteado como mi agradecimiento, para que conste en la 
versión taquigráfica—, ha tenido el gesto, muy importante para mí, de dejar la Cámara de Senadores 
para asumir la subsecretaría. Me puso una única condición para dar la respuesta, que era que su 
sector político lo avalara. También le agradecí a su sector, porque no es frecuente que se deje el 
Senado para asumir una subsecretaría. Por lo tanto, dejo constancia ante la comisión del 
agradecimiento al compañero subsecretario, Andrés Berterreche. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fui siguiendo el relato del señor ministro, cosa que no es fácil, sobre todo 
cuando a la vez se sacan algunos apuntes. 


Con respecto a las palabras del señor ministro, como prólogo, digamos, el 14 de febrero el 
Poder Ejecutivo —-empezando por el Ministerio de Defensa Nacional- tuvo contacto con el expediente 
que está arriba de la mesa y que contiene todas las actuaciones del Tribunal de Honor. 


SEÑOR MINISTRO.- Sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El 19 de febrero el Ministerio de Defensa Nacional lo entrega a la Presidencia 
de la República, donde permanece, en principio, hasta el 12 de marzo. Quiere decir que el documento 
entero —eso que está allí- estuvo en manos de la Presidencia de la República durante tres semanas. 


SEÑOR MINISTRO..- Incluido Carnaval. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Incluidos dos días de Carnaval. 


Voy a hacer algunas consultas. Tengo en mis manos las resoluciones del 12 de marzo —las 
dos homologaciones y una no homologación— en las que el presidente de la república —porque están 
con su firma, aunque también hay otra que sinceramente no reconozco— relata el contenido del 
expediente. Por ejemplo, en el Resultando lll dice: «que dicho Tribunal de Honor consideró que los 
hechos por los que fue condenado el coronel en situación de retiro Maurente por la justicia penal 
ordinaria no están lo suficientemente aclarados, al existir imposibilidad de reconstruir las situaciones 
que según se dice, ocurrieron hace 42 años». 


A su vez, el Resultando IV expresa: «que por el Fallo del Tribunal de Honor interviniente, y 
por unanimidad de sus integrantes, resolvió declararlo comprendido *...en el Límite A numeral 1), del 
Literal “a' del Artículo 108 del Reglamento de los Tribunales de Honor de las Fuerzas Armadas”». 


El considerando lll dice lo siguiente: «que el Poder Ejecutivo no comparte los fundamentos 
del tribunal, en cuanto entendió que los hechos no están lo suficientemente aclarados, al existir la 
imposibilidad de reconstruir situaciones que, según se dice, ocurrieron hace 42 años». 


Quiero ejemplificar que hay un conocimiento muy preciso del expediente porque el presidente 
de la república rechaza su contenido, y para rechazarlo debió conocerlo. Entonces, la pregunta 
concreta es cómo el presidente de la república dice que firma sin leer cuando en la resolución 
notoriamente se cita de manera textual el expediente. ¿Cómo el presidente afirmó públicamente que 
homologó sin leer, cuando en lo que él firmó se cita textualmente el expediente que dice no haber 
leído? 


En segundo lugar, el día 12 de marzo se producen -y figuran en la página web de 
Presidencia— cuatro resoluciones del presidente de la república: las homologaciones y no 
homologaciones, el cese del comandante Manini Ríos y la designación del comandante González, que 
en aquel entonces era general. ¿Cuál es la explicación del Poder Ejecutivo para que en un mismo día 


destituya al entonces comandante Manini Ríos como fruto de la resultancia de un Tribunal de Honor y, 
acto seguido, designe como comandante a un integrante del Tribunal de Honor? 


SEÑOR MINISTRO.- A efectos de no mezclar los temas, preferiría ir respondiendo pregunta por 
pregunta y así aclarar los planteos. 


En realidad, cuando uno va a homologar los fallos del Tribunal de Honor, lo que ve son los 
fallos del Tribunal de Honor; no se mete a ver qué declaró cada una de las personas allí. Homologa los 
fallos. En mi explicación dije que había distintas posiciones en el ministerio respecto a cómo proceder 
respecto a homologar o no. O sea que lo que está fundamentado es el fallo y, tal como dijo el 
presidente, que asumió todas las responsabilidades políticas, no se va a poner a leer las actas de 
declaración de cada uno de los oficiales que comparecieron. Esto lo aclaró el propio presidente. Repito 
que estoy tomando lo que dijo el presidente: no leyó las actas y homologó los fallos. 


Cuando se va a homologar los fallos, obviamente los resultandos y los considerandos son 
elaborados por los servicios a punto de partida de lo que considere el que va a firmar —es decir, se 
pone énfasis en lo que hay que poner centro— y luego se ponen a consideración. Creo que eso explica, 
en mi opinión, el que no haya mucha disonancia con el hecho de haber dicho que no leyó las 
declaraciones del expediente. Hay partes que se desagregan -y los señores senadores lo podrán 
hacer— en lo que tiene que ver con el fallo que es homologado, que es el fallo del Tribunal de Honor; 
las declaraciones integran el expediente, pero no es lo que considera el homologante, diríamos, en 
este caso, el presidente. 


Esto en cuanto a la pregunta que el señor presidente me formulaba respecto a la 
contradicción a la hora de decir qué es lo que se cita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, uno debe suponer que en las tres semanas que el expediente 
estuvo en Presidencia nadie lo leyó. 


SEÑOR MINISTRO.- Se leyó, sí. 
¿Sabe, presidente, cuántos expedientes hay en Presidencia? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, para no dialogar, la descripción que hace el señor ministro es 
muy precisa: este expediente que tenemos arriba de la mesa está durante tres semanas en manos de 
la Presidencia de la República y nadie lo lee. Sin embargo, sin que nadie lo lea, el 12 de marzo se 
emiten cinco resoluciones, entre las que hay homologaciones, ceses y designación de comandante. Es 
decir que entre el 18 de febrero y el 12 de marzo el expediente está en la Presidencia y nadie lo lee; 
duerme en Presidencia. Sin embargo, reitero, el 12 de marzo hay cinco resoluciones. Y debemos 
suponer —no tengo forma de probar lo contrario— que nadie leyó el expediente. Suena raro. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Quién dijo eso? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando leo acá, se dice que el presidente homologó sin leer las 
declaraciones. 


SEÑOR MINISTRO..- Creo que fui claro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo ninguna duda de que fue claro. 


SEÑOR MINISTRO.- Lo vuelvo a repetir: el presidente dijo que no leyó las declaraciones de los 
implicados ante el Tribunal de Honor. El presidente no dijo que no leyó el fallo —y aclaro que no sé si lo 
leyó o no-—, pero habrá hecho intercambios sobre el fallo con la Secretaría de la Presidencia. 


Aclaro que soy bastante lector y leo casi todo lo que se me presenta, pero leo las 
resoluciones que voy a firmar y no el conjunto del expediente. Cuando uno está en el Poder Ejecutivo, 
el expediente que llega tiene una resolución arriba, que es lo que tiene que firmar el titular de la 
dependencia correspondiente. Entonces, miro el contenido de la resolución y la firmo, sin leer los 
expedientes. Pregunté cuántos expedientes entran al Poder Ejecutivo por mes, porque no se trata 
solamente del Ministerio de Defensa Nacional; entre todas las categorías, entran cuatro mil. A su vez, 


en febrero, dentro de esos cuatro mil, como el 28 de ese mes era el último plazo para renovar los 
contratos de la Administración, también había que atender la situación y la demanda del resto de los 
ministerios. 


El presidente dijo que no leyó las declaraciones de los implicados y que la homologación del 
fallo refirió a los vistos y considerandos del fallo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos expedientes sobre Gavazzo entran por mes a la Presidencia? 
SEÑOR MINISTRO.- Supongo que el último mes de febrero fue uno. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y en los meses previos hubo alguno sobre Gavazzo? 
SEÑOR MINISTRO.- Capaz que ninguno. 
¿Cambia en algo, señor presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí; me parece que no es lo mismo un sumario a un administrativo por el robo 
de tres lapiceras, que las declaraciones de una persona como Gavazzo. Por eso cuesta entender que 
el expediente haya estado veinte días en Presidencia. El testimonio es sobre un tema muy sensible 
porque se trata de una persona que ha cometido gravísimas violaciones a los derechos humanos en el 
Uruguay; quizá sea el paradigma de la violación de los derechos humanos. Sin embargo, el expediente 
estuvo veinte días en la Presidencia de la República y me cuesta creer que no se lo haya leído. 


Esta no es una pregunta, sino una conclusión. Me cuesta mucho creer que haya sido así. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agradezco el relato cronológico de los hechos que ha realizado el señor 
ministro, pero creo que el señor Presidente sitúa claramente este tema. 


No estamos hablando de un tema menor; no estamos hablando de un tema menor para el 
país; no estamos hablando de un tema menor para la izquierda y no estamos hablando de un tema 
menor para el Frente Amplio. Ahora, en ese fuego que avanza, que va quemando jugadores —que en 
un momento excede el ámbito militar, después de varias destituciones—, llega al Ministerio de Defensa 
Nacional y le pasa por encima. Tan así es que un día, en comisión, nos enteramos de la destitución, del 
cese, del señor ministro de Defensa Nacional y del subsecretario; en aquel momento no sabíamos si 
era cese, destitución o renuncia. Después, tenemos una carta del anterior ministro de defensa, de su 
antecesor, en la que claramente dice —yo la estuve revisando— dice que concurre a la Presidencia de 
la República con dos abogados e informa al secretario de la Presidencia, no solo del resultado, sino 
también de los antecedentes. Es un antecedente que, por su contenido, da vuelta una creencia, una 
convicción que tenía la Justicia y sobre la cual había fallado. Y el ministro de defensa dice que le 
comunica eso al secretario de la Presidencia. El fuego llega hasta el secretario de la Presidencia. El 
que se está quemando es el secretario de la Presidencia. 


Yo estoy convencido —y lo tengo que decir acá— de que el que está quemado es el presidente 
de la República. El que está quemado es el presidente de la República. Obviamente, no hay ninguna 
intención de hacerse cargo y de informar. 


Lo que tenemos que saber por parte del sucesor del exministro de defensa es si lo que se 
relata, lo que se firma y lo que se suscribe en una carta es cierto o no. Tenemos que saber si el 
secretario de la Presidencia, el señor Toma, toma —valga la redundancia— conocimiento de primera 
mano, por parte del ministro y de los asesores legales, de los hechos que se habían modificado, como 
afirma el señor ministro de defensa. Ahí realmente vamos a saber hasta dónde llegó el fuego. Insisto: 
tengo la convicción de que no solo lo sabe el secretario, sino también el presidente. Pero en este caso 
lo que me interesa conocer es el nexo y la comunicación que hubo entre el ministro de defensa y el 
secretario de la Presidencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A lo que acaba de manifestar el señor senador Lacalle Pou le voy a agregar 
una segunda pregunta. 


El 12 de marzo se toma la resolución de cesar al comandante Manini Ríos y de designar al 
general González como comandante del ejército. El general González era integrante del Tribunal de 
Honor cuyo fallo motivó la destitución de Manini. ¿Cuál es la explicación de que se destituya al 
comandante Manini y luego se pida la destitución de cuatro integrantes del Tribunal de Honor, que 
también integraba el general González, pero a quien ese mismo día se nombra comandante del 
Ejército? 


Tengo más preguntas, que haré más adelante para que el señor ministro pueda responder 
esta inquietud junto lo planteado por el señor senador Lacalle Pou. 


SEÑOR MINISTRO.- El comandante Manini no fue cesado por ningún fallo del Tribunal de Honor, sino 
por lo que escribió en la carta que acompañó al documento que presentó. No lo quisiera repetir, porque 
está claro que la causa de la destitución fue la carta que escribió y firmó. Todo el resto del análisis en 
profundidad del expediente va a terminar haciéndose después, cuando se va desagregando. 


Cuando hice un racconto de lo que se comunicó, lo expresé: cuando fue el ministro —esta es 
información recogida; no fui yo, si hubiera sido yo, lo habría dicho— se le explicó: «Acá hay una carta 
del general Manini y un expediente en el que hay fallos y declaraciones». Respecto a los fallos, en los 
considerandos de alguna manera existe la convicción de que hay cosas que no están probadas. ¿Por 
qué? Porque el fallo se hace efectivamente por convicción. No es que el Tribunal de Honor no tuviera 
los expedientes judiciales, sino que cuando declaran Gavazzo y Silveira, aparentemente terminan 
diciendo que el segundo vuelo no existió. Lo que hacen Gavazzo y Silveira es declarar ahí que el 
segundo vuelo no existió. Es eso en lo que se basa este tribunal para decir que no estaba 
suficientemente probado porque de un lado tenía las declaraciones de Gavazzo y de Silveira y, del 
otro, el expediente judicial que los había acusado. 


Esto es cuanto tengo para señalar respecto a las preguntas que se me formularon, pero, este 
es un ámbito político y de política puedo discutir porque tengo responsabilidades de este tenor desde 
1990 en adelante, cuando ingresé a este Parlamento. No me llama la atención. El presidente dice que 
Gavazzo era un hombre emblemático pero, ¡cuidado!, que no comenzó a ser emblemático en el año 
2005. El nombre de Gavazzo empezó a ser emblemático desde las primeras denuncias sobre 
Automotores Orletti en este país; es decir que el nombre de Gavazzo está arriba de la mesa desde 
1985. ¡Desde 1985! Y ningún presidente de la República —¡ninguno!—, desde 1985 a 2005 hizo nada 
con respecto al nombre de Gavazzo. ¡Ninguno! ¡Ninguno! Recién cuando llegaron el Frente Amplio y el 
doctor Tabaré Vázquez a la Presidencia de la República se llevaron adelante acciones que 
determinaron la prisión y el procesamiento del teniente coronel retirado José «Nino» Gavazzo así como 
de otros más. Me parece bien la preocupación por el significante nombre de Gavazzo, pero dejo 
constancia de que toda su historia tiene relación con las operaciones realizadas por militares durante la 
época de la dictadura, y desde ese momento en adelante, la primera vez que se tomaron sanciones 
penales respecto a Gavazzo, fueron planteadas en estos términos. Lo digo porque el tema es muy 
importante para el país, más que para el Frente Amplio. También es importante para el Frente Amplio, 
obviamente, porque hay sensibilidad por muchos compañeros que están detenidos-desaparecidos 
hasta el día de hoy, pero es muy importante para el país en lo que tiene que ver con su 
institucionalidad. Y repito: respecto a las responsabilidades de presidentes, las conozco todas, porque 
estuve acá. Es decir que puedo hablar no solo del tema de Gavazzo, sino de todas las 
responsabilidades en las relaciones político-militares desde 1985 a la fecha. De manera que estoy 
dispuesto a contestar todo lo que sea sobre el expediente y no voy a hacer ninguna concesión desde el 
punto de vista político a ninguna valoración que acá se haga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una pregunta planteada por el señor senador Lacalle Pou. 


SEÑOR MINISTRO.- Ya expliqué acá que lo que el señor ministro informó a la Secretaría —que 
después se queda con todo el expediente— fueron la parte que tenía las apreciaciones del comandante 
Manini, la parte que tenía las resoluciones de los tribunales de honor y las declaraciones. Eso fue lo 
que informó, porque los asesores jurídicos del ministerio —que, en mi opinión, son los que están más 
capacitados para ver cuál es el marco normativo legal que rige dentro del Ministerio de Defensa 
Nacional- habían tenido cuatro días antes de entregarlo y recién lo iban a desarrollar después del 12 o 
13 de marzo. Creí que había contestado la pregunta, pero la respuesta es esa. 


SEÑOR LACALLE POU.- Según se desprende de la declaración del ministro Bayardi, el exministro de 
defensa Menéndez habría faltado a la verdad en su carta, porque textualmente dice: «Luego de 
reunirme con Ud., concurrí a la Secretaría de la Presidencia, acompañado por dos profesionales del 
ministerio, donde interiorizamos de los antecedentes del contenido del Tribunal de Honor y la 


necesidad de hacer la denuncia de los hechos ante la justicia». Entonces, debo inferir que alguien no 
está diciendo la verdad. 


SEÑOR MINISTRO.- Que la Jurídica del ministerio le haya dicho al señor ministro cuando fue a esa 
reunión que había que llevar acciones de naturaleza de denuncia judicial, en realidad era lo que ya 
venía trabajando el propio ministerio, que no termina de concretar, porque tenía que desagregar, dado 
que había visto más de una cosa. El expediente quedó en la Secretaría para que esta lo analizara. 
Luego vinieron los días siguientes, que no son tres semanas, sino quince días hábiles, que el señor 
presidente de la comisión había planteado, y cuando volvió con la orden de que se hiciera la denuncia 
se siguió trabajando en el tema de la presentación que, como dije, iba dirigida a ser presentada de una 
manera determinada y no a tirarle al fiscal el conjunto del expediente. Yo dije que de ninguna manera 
había faltado a la verdad mi antecesor y amigo el doctor Menéndez. 


SEÑOR COUTINHO.- Damos la bienvenida al señor ministro y al señor subsecretario y les 
agradecemos por su presencia. 


En reiteradas ocasiones el señor ministro ha manifestado —y es de público conocimiento— 
que hace pocas horas ocupa ese lugar de tanta importancia. Pero también es real que para esta 
Comisión de Defensa Nacional del Senado es la primera instancia en la que estamos informándonos y 
escuchando un relato, diríamos, oficial. Por lo tanto, estamos en igualdad de condiciones con el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- De acuerdo. 


SEÑOR COUTINHO.- Él en las últimas horas asumió el cargo; nosotros, en realidad, es la primera vez 
que nos estamos informando oficialmente y formalmente. Por lo tanto, el señor ministro en algunos 
casos podrá no tener la precisión, como dice, con respecto al tema, y nosotros tampoco tenemos por 
qué tener las precisiones, dado que la información oficial por primera vez está ingresando. 


Por encima de los conceptos políticos que el señor ministro ha trasmitido —con algunos de los 
cuales, seguramente, discrepamos en forma contundente—, quisiera preguntarle, concretamente, si no 
vio errores con respecto a toda esta situación. El señor ministro informó que esto tiene una 
trascendencia a nivel periodístico e igualmente fue justificando y defendiendo algunos accionares, 
mencionó en varios momentos el tema del plazo, de lo rápido que fue, y es sabido que él tiene una 
gran experiencia en todo esto. ¿El señor ministro viene a relatar, definitivamente, que todo lo que 
sucedió en el país, es o no una crisis, de acuerdo a cómo quiera calificarlo? Me interesaría saber del 
presente y del futuro ministro de defensa de mi país, en concreto, si esa va a ser la postura o si, 
definitivamente, vio que hay cosas que no se pueden repetir, que no pueden volver a pasar. En 
realidad, a su lado también está el señor Berterreche, que hoy es el subsecretario de defensa cuando 
hace siete días era senador y estaba en las mismas condiciones que nosotros; por lo tanto, sería 
entendible. Lo cierto es que si nos ponemos de un lado o del otro o, definitivamente, del lado de 
defensa, difícilmente podamos trasmitirle a nuestros partidos de qué manera podemos llevar adelante 
lo solicitado que, en verdad, es lo que nos reúne acá, y es de lo que hablamos poco o nada, que es la 
solicitud de destitución de los generales. Por lo tanto, me gustaría que también se focalizaran en eso: 
¿los generales informaron de la confesión o no informaron de la confesión? ¿A los generales les 
dijeron que siguieran o no les dijeron que siguieran? Entonces, vamos a ir manejando los tiempos de 
acuerdo con el pedido real para poder llevar adelante lo que ha pedido el Poder Ejecutivo con respecto 
a las venias de destitución y tendremos la información puntual de cuál ha sido la actuación de lo que 
hoy se está pidiendo desde ese concepto. Casi todo lo demás tiene connotaciones políticas: lo que ha 
sido la actuación o no de la aparición pública a través de un periodista; lo que ha sido la participación o 
no del secretario de presidencia. Al igual que el señor ministro, creo que la Comisión de Defensa 
Nacional se merece que también vengan a trasmitir sus opiniones el secretario de la presidencia y, 
seguramente, hasta más de los involucrados. 


En conclusión, me gustaría desarrollar puntualmente sobre el pedido de destitución de los 
generales, si estaban informados o no, si siguieron adelante porque alguien les dio la orden y a qué se 
refirió el señor ministro cuando dijo que no actuaron con libertad. Me interesaría que el señor ministro 
me aclarara un poco más para poder trasmitir de la mejor manera posible lo puntual que se está 
pidiendo acá por encima de las concesiones políticas que vamos a tener en cuanto a si un presidente 
actuó o no con respecto a Gavazzo, cómo fueron los desarrollos de la democracia, todo ese tipo de 
cosas que seguramente será lo que sigue pasando a nivel público y en los medios de comunicación. 
Pero acá, en el Parlamento de mi país, está el nuevo ministro de defensa, hay una solicitud de 
destitución, están planteando concretamente estos puntos y nosotros tenemos que tomar esa decisión. 


El señor ministro tiene gran experiencia en todo esto y sabe que vamos a necesitar mucho más que 
una mayoría absoluta, vamos a necesitar la voluntad política de los partidos políticos de nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor senador Coutinho ingresó en el tema de las solicitudes de venias de 
destitución y, por mi parte, quiero hacer dos agregados para que luego se pueda responder todo junto. 


¿Por qué el Poder Ejecutivo, que de su boca considera inadmisible que el Tribunal de Honor 
no hubiera considerado como una violación al honor militar torturar y asesinar gente, en el pedido 
formal del proyecto de ley que hace al Senado no incluye este motivo como de destitución y recurre a 
solicitar el expediente porque supuestamente no habían informado, cuando lo que dice el señor 
ministro es que lo que lo hace inadmisible es que no hubieran considerado esto una falta de honor? Sin 
embargo, esto no es lo que le dicen al Parlamento porque aquí utilizan el artículo 77 del reglamento 
que, dicho sea de paso —esta es mi segunda interrogante—, al único que obliga a informar es al 
presidente y no a todo el Tribunal de Honor. No obstante, la venia de destitución es solicitada para 
todos los integrantes del Tribunal de Honor. 


El artículo 77 es muy preciso: no obliga a todo el Tribunal de Honor sino solo a su presidente; 
sin embargo, la venia de destitución se solicita para todos sus integrantes. Es decir que se pide su 
destitución por una obligación que la ley no les prevé. 


En tercer lugar, debo decir que estuve investigando un poco sobre el tema y no encontré la 
razón por la cual se nos hace esta solicitud. Aclaro que tengo unos años en esta casa —no en esta sala, 
pero sí en la de enfrente—, tal como el señor ministro, y en la Comisión de Defensa Nacional también 
llevo bastante tiempo. Se nos pide un acto positivo de aprobación a la venia de destitución y confieso 
que nunca había escuchado nada sobre la solicitud de una venia de destitución. Consulté a la 
secretaría de la comisión para que investigara los antecedentes y me respondió que no los hay 
respecto de una venia de destitución. 


La pregunta es la siguiente. ¿Cuál es el razonamiento del Poder Ejecutivo para solicitarle al 
Senado una venia de destitución cuando es un cometido que no tiene? De acuerdo con el numeral 14) 
del artículo 168 de la Constitución de la República, es el presidente de la república quien debe destituir 
al personal militar y policial. Es lo que dice textualmente dicho numeral y lo quiero poner en 
conocimiento de los miembros de esta comisión porque estamos analizando un tema donde, 
independientemente de la opinión de cada uno, se nos pide un acto jurídico que el Senado no tiene 
potestad de otorgar; el único que tiene esa potestad es el presidente de la república. Precisamente, en 
el artículo 168 de la Constitución de la República se fijan sus potestades y en el numeral 14 dice: 
«Destituir por sí —el subrayado es mío-— los empleados militares y policiales y los demás que la ley 
declare amovibles». 


En definitiva, quiero preguntar al Poder Ejecutivo cómo se nos pide un acto jurídico para el 
cual no tenemos competencia y por qué no lo asumió el propio Poder Ejecutivo. Lo digo porque creo 
que todo esto tiene consecuencias jurídicas posteriores a las decisiones que tome cada Cuerpo y me 
parece que no estamos legitimados para tomar la decisión que se nos pide. Me gustaría saber cuál es 
el razonamiento del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MIERES.- Me voy a adelantar a las respuestas del señor ministro porque creo que las 
preguntas que voy a hacer tienen mucho que ver con las que ya se han formulado. 


En primer lugar y a pesar de que no tenemos copia del expediente, quisiera confirmar algo 
porque el señor ministro señaló que allí no hay constancia de que el presidente del Tribunal de Honor 
hubiera cumplido con el artículo 77 del Reglamento. Sin embargo, hay declaraciones de prensa del 
propio excomandante Manini Ríos acerca de que efectivamente ese planteo existió. O sea que cuando 
se considera la destitución no se toman en cuenta informaciones que ya estaban presentes en el 
debate público y tenían que ver con actuaciones de mandos, ya sea del propio mando superior del 
Ejército como de los propios integrantes del Tribunal de Honor. Me gustaría corroborar que 
efectivamente en el expediente no hay noticia de eso. 


Si no entendí mal —creo que comprendí lo mismo que el presidente de la comisión, señor 
senador García— usted considera que el objeto de la actuación del Tribunal de Honor y las conductas 
juzgadas afectaron el honor de las Fuerzas Armadas, pero el fallo de dicho tribunal dice lo contrario. 
Por lo tanto, mi pregunta es la siguiente: ¿por qué el Poder Ejecutivo homologó un fallo tan ominoso? 
Porque, en definitiva, asumir que estas conductas aberrantes no afectaron el honor de las Fuerzas 


Armadas es participar de una afirmación que, real y sorprendentemente, golpea la sensibilidad de parte 
del Poder Ejecutivo. 


Por último, se establece la destitución de oficiales generales por haber omitido una denuncia 
y, de acuerdo a la información brindada, el fallo —donde se incluyen esas informaciones— estaba 
homologado desde el 12 de marzo. Entiendo que el señor presidente no tenga que leer el expediente, 
pero su servicio jurídico y, en particular, el secretario de la presidencia, sin duda, debe ser el encargado 
de conocer en detalle lo que se va a firmar. Resulta que se le carga la responsabilidad a oficiales 
generales por no haber informado a su mando —aunque, de acuerdo a ciertas declaraciones, sí lo 
hicieron— cuando el fallo estaba homologado desde el 12 de marzo por el Poder Ejecutivo, la 
Presidencia de la República, y no hizo ninguna denuncia hasta que se hace público a través de una 
nota periodística. 


¿Cómo se explica eso? ¿Cómo se explica el doble rasero? Finalmente, ¿por qué se cesó al 
señor ministro de Defensa Nacional y al subsecretario? ¿Cuál fue la omisión, la mala actuación y la 
causa de que el presidente de la república resuelva cesar al señor ministro de defensa? ¿Dónde está 
el procedimiento indebido por parte del exministro de defensa y su subsecretario? 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero contestar —para seguir el orden de las intervenciones—, ante todo, las 
preguntas realizadas por el señor senador Coutinho. 


Obviamente, yo no tenía responsabilidad y no vi errores en todo ese proceso. A mi juicio, el 
principal error que cometió el Poder Ejecutivo fue no haber sancionado al general Guido Manini Ríos 
con anterioridad, por el nivel de protagonismo político que había comenzado a tener. Probablemente, 
aquellas aguas trajeron estos lodos. Digo esto porque una vez que se sobrepasa cierto nivel de 
tolerancia se termina generando determinado accionar que voy a ligar a otras respuestas. 


Me gustaría que se separaran las explicaciones de lo que son mis convicciones sobre los 
hechos. Por ejemplo, cuando el señor senador Coutinho dijo que se afectó la libertad, yo señalé que 
tenía la convicción de que dada la jerarquía y el marco disciplinario que existe dentro de la fuerza, hubo 
consideraciones de miembros del tribunal que son las que el general Manini Ríos expresó en la nota 
que dio lugar a que se lo retirara del mando. Reitero que es una convicción personal, porque, a mi 
entender, no existía ningún fundamento para que se enviaran las ocho carillas. Si hubiese dicho: “Acá 
voy...”, pasaba desapercibido. 


Respecto a la pregunta del señor senador Mieres —que está relacionada con lo expresado 
anteriormente— sobre si se informó o no, quiero reiterar que a mi juicio lo que no está en el expediente, 
no existe. Probablemente, una vez que el tribunal de flagrancia haya sido convocado, cada una de las 
partes podrá decir si informó o no. Tal vez, el juez disponga un careo entre el comandante y los 
generales. Personalmente, me preocupé en saber si había algo en los expedientes y, especialmente, si 
el ministro interino y su secretario habían recibido información o si se les había comunicado algo. Se 
me dijo que no. 


Le aclaro al señor senador García que, como asumí recién, no redacté el pedido de venia de 
destitución. Uno de sus puntos es la consecuencia emanada por no haber cumplido con el artículo 7." 
del Reglamento de los Tribunales de Honor. Y, además, dije si hubiera sido quien lo redactó —pero no, 
porque recién estoy desempeñando en el cargo ahora—, me habría extendido en las consideraciones 
políticas, porque en realidad las venias de destitución —enseguida voy a la facultad o no de la venia de 
destitución— pueden estar perfectamente fundamentadas en decisiones del poder político. Acá hay algo 
que nosotros no hacemos. Cuando ascendemos, en la escala tenemos al oficial superior, al oficial jefe 
y a los oficiales subalternos. En general, cuando se llega a oficial superior se pide la venia de ascenso, 
la comisión la analiza, y la autoriza o no. Se trata de un poder absolutamente discrecional del poder 
político, que fundamenta cualquier decisión. Una vez que se asciende al cargo de general, en realidad 
la norma por la que hay que pedir la venia está determinada por el artículo 192 del Decreto Ley n.? 
14157 y la modificación dada en la Ley n.” 19189, de 2014, que incorpora el literal G). 


El Decreto Ley n.* 14157 en su momento había tenido un inciso g) agregado a la redacción 
conocido como el llamado «inciso Márquez» —por aquel inefable Comandante en Jefe de la Armada de 
la época de la dictadura—, donde a pedido del comando de la fuerza, se le pidió a la Junta de 
Comandantes en Jefe para que removiera a los oficiales que entendiera. 


Recordará al señor senador García —no recuerdo si estaba el señor senador Mieres— que 
repusimos la carrera de muchos oficiales —que pasaron a ser oficiales generales— que habían sido 
removidos de sus cargos de coroneles o, en aquel momento, de capitanes de navío de la fuerza por un 
acto discrecional, de un poder discrecional que se tenía. 


Más tarde —no recuerdo exactamente el año, pero creo que fue entre el 85 y el 90— se 
eliminó el literal G) del artículo 192. Pero luego, en el 2014 se le volvió a dar una nueva redacción que 
a mi juicio, tenía cierta lógica, para la destitución de los oficiales a los que el Parlamento les había 
otorgado venia —digo que tiene cierta lógica porque el Parlamento los otorga la venia, y al único que 
puede destituir el presidente de la república y el Poder Ejecutivo por sí y ante sí, es a los comandantes 
de cada una de las fuerzas—; pero se generó con esta lógica para que aquellos que habían ascendido a 
oficiales superiores con venia si eran destituidos no se les aplicara lisa y llanamente el artículo 
constitucional. [El señor senador García sabe bien que mientras una ley no ha sido declarada 
inconstitucional, prima facie es constitucional, con lo cual nadie que esté en la situación de ser 
destituido va a pedir que se declare la inconstitucionalidad, porque es preferible tener la garantía y me 
parece que está bien que si obtuvo venia para el ascenso, cuando vaya a ser destituido también cuente 
con la venia del senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Me permite una interrupción, señor ministro? 
SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor ministro y quien habla somos médicos de profesión y, en ese sentido, 
voy a hacer una pregunta muy concreta. Nosotros no podemos cometer un acto ilegal, entonces, le 
pregunto: ¿en qué norma de la Constitución el Poder Ejecutivo se fundamenta para decir que el 
Senado de la República tiene la facultad de destituir? Lo que la Constitución de la república que tengo 
arriba de la mesa establece a texto expreso —si bien nosotros somos médicos, conocemos la pirámide 
de Kelsen y sabemos que la Constitución está por encima de cualquier ley que me pueda nombrar—, 
repito, a texto expreso, en el numeral 14) del artículo 168, es que el presidente de la república tiene la 
facultad de: «Destituir por sí los empleados militares y policiales y los demás que la ley declare 
amovibles». 


Entonces, independientemente de sus elucubraciones jurídicas —-que puedo escuchar-, tengo 
aquí la Constitución, que lo único que impone es lo objetivo. En definitiva, la pregunta es en qué 
artículo de la Constitución de la república —que, adelanto, no existe, por lo que esta es una pregunta 
retórica— se fundamenta que el Senado tiene competencias para otorgar venias de destitución. Por 
algo no hay antecedentes en el Parlamento: porque no existe la competencia, que sí existe en el 
numeral 14 y es del presidente de la república. 


En resumen e independientemente de sus conocimientos jurídicos —que todos le 
reconocemos-, debemos ir a lo objetivo. Reitero la pregunta: ¿cuál es el artículo de la Constitución que 
otorga al Senado la facultad de conceder venias de destitución? 


Gracias, señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a repetir lo que ya dije. Ahora lo diré conceptualmente, para discutirlo 
también desde el punto de vista conceptual. 


En realidad, estamos hablando del inciso G) del artículo 192 del Decreto Ley 14157 en la 
redacción dada por la Ley n.* 19189. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy hablando de la Constitución. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Por qué no hay antecedentes? Porque está vigente desde el 2014; antes, en la 
época de la dictadura, lo hacía la Junta de Comandantes y después se derogó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el artículo que confiere esta facultad? 


SEÑOR MINISTRO..- No refiere a ningún texto en particular... 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta está contestada. 


SEÑOR MINISTRO.- No lo está, señor presidente. Esto lo he discutido acá mil veces: una norma legal 
que no haya sido declarada inconstitucional tiene el peso de norma legal hasta que sea declarada 
inconstitucional. Hasta este momento, el inciso G) del artículo 192 del Decreto Ley n.* 14157 está 
vigente. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Se puede leer ese artículo? 
SEÑOR MINISTRO.- Diría que sí; la secretaría podría conseguirlo porque no he traído ese texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que para destituir militares, según lo que dice el señor ministro en 
su particularísima interpretación jurídica, hay dos posibilidades. Ellas serían que lo haga el Poder 
Ejecutivo, como lo determina la Constitución, o que lo haga la ley; estaríamos hablando de dos vías. 


SEÑOR MINISTRO.- No es la ley la que hace eso sino que estamos hablando de un ámbito que dio 
venias para que se puedan asumir cargos. La hermenéutica desde el punto de vista jurídico nos dice 
que yo puedo ascender a alférez a quien quiera, puedo ascender a teniente segundo a quien quiera y 
así en toda la escalera hasta coronel, y también puedo destituirlos de acuerdo a la ley, porque esa 
destitución está normada, está regulada por ley. 


El precepto constitucional que el presidente dice, que es la facultad del Poder Ejecutivo de 
destituir a los militares —entre ellos al personal subalterno y oficiales—, está regulado por ley. Más allá 
de la discrecionalidad que muchas veces existe en el interior de las Fuerzas Armadas para tomar 
algunas resoluciones, en realidad esto está normado en la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas que 
establece, entre otras cosas, cuándo corresponde pasar a retiro obligatorio y cuándo se puede 
sancionar a un oficial de menor jerarquía. Todo esto está expresado en la ley y es de orden. 


Había un precepto por el cual hasta ahora los generales eran inamovibles, y lo eran a pesar 
de ese artículo constitucional, porque al único que se podía remover era al comandante; no se podía 
remover a otro que no fuera el comandante. Pero a partir de la ley se pide —y creo que es 
absolutamente razonable desde el punto de vista normativo— que si la persona ascendió con venia 
debe destituirse también con venia. ¿Por qué? Porque, de lo contrario, habría un acto discrecional que 
estaría por encima de la propia venia. Entonces, ese acto está, en mi opinión, regulando una potestad 
y sujetándola a la venia. 


Vuelvo a repetir que aunque fuere inconstitucional —y lo planteo como suposición; que quede 
claro que no estoy admitiendo que sea inconstitucional-, mientras no se declaren inconstitucionales, 
las normas se presumen constitucionales. 


(Dialogados). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase por secretaría el inciso G) del artículo 192 del Decreto Ley n.* 14157, 
de 21 de febrero de 1974. 


(Se lee). 


«Los oficiales y personal subalterno pasarán a la situación de retiro obligatorio cuando se 
encuentren en alguno de los siguientes casos. 


G) Los Oficiales Generales, o equivalentes, por iniciativa del Poder Ejecutivo, que deberá 
contar con venia del Senado, o de la Comisión Permanente cuando corresponda, otorgada por mayoría 
de 3/5 de votos del total de sus componentes». 


—Este literal G) fue agregado por la Ley n.* 19189, de 13 de enero de 2014, en su artículo 3." 


Antes de ceder el uso de la palabra, quiero señalar que quien habla solicitó, a través de un 
pedido de informes, el expediente de todas las actuaciones del Tribunal de Honor que, por otra parte y 
como todos sabemos, ya está en poder de los periodistas. Entonces, para acortar los tiempos de la 
contestación de los pedidos de informes, quisiera saber si podemos contar con una copia de las 


actuaciones del Tribunal de Honor. Aclaro que el pedido lo hice a título personal, pero apenas tenga la 
información en mi poder la voy a distribuir a los miembros de la Comisión de Defensa Nacional para su 
conocimiento. 


SEÑOR MINISTRO.- He sido acosado por los periodistas sobre qué íbamos a hacer con este 
expediente. Como dice el informe, este tema se discutió mucho con la Secretaría de la Presidencia y la 
interpretación del Ministerio de Defensa Nacional es la siguiente. El artículo 78 de la ley de los 
tribunales de honor establece que todas las actuaciones tienen carácter de reservado —que es lo que 
se estuvo discutiendo— pero también está el artículo 12 de la ley de acceso a la información pública 
por el que el Poder Ejecutivo no puede decretar como reservada ni confidencial las cuestiones 
vinculadas a violaciones a los derechos humanos. Por esta razón, a pesar de haber sido acosado en 
los medios acerca de qué le íbamos a responder a los miembros de la comisión, la respuesta fue que 
iba a contestar después de concurrir, por mi alta deferencia hacia el Poder Legislativo. 


Dejamos una copia certificada del expediente a los miembros de la comisión — luego 
veremos el trámite interno que se sigue para que se dé cuenta de que efectivamente entregamos lo 
solicitado en el pedido de informes que nos hizo llegar ayer el presidente de la comisión— y, además, 
entregamos a la Secretaría el conjunto del expediente en soporte magnético; los señores senadores 
verán si lo distribuyen en papel o en el mismo soporte. En este caso también queda certificado que se 
trata la copia de ese expediente. 


SEÑOR COUTINHO.- Queremos agradecer al ministro y al subsecretario su presencia hoy en el 
Parlamento, porque realmente hace pocas horas asumieron y nos parece un buen gesto que nos 
priorizaran a pesar de que deben tener muchas cosas en sus agendas. Parecería que siempre debería 
ser así, pero en realidad no hemos tenido muchos gestos de esta magnitud, por lo que nunca está de 
más resaltarlo. 


Para poder avanzar en la solicitud realizada, creo que deberíamos ponernos de acuerdo 
entre las diferentes bancadas para solicitar la presencia de algunos constitucionalistas que nos aclaren 
lo que para algunos es de una forma y, para otros, de otra, porque lo que vamos a votar no es sencillo 
y hay constitucionalistas que quizás crean que no tendríamos que votar esto. Me parece que los 
integrantes de la Comisión de Defensa Nacional no perdemos nada en citar a los constitucionalistas 
cuya opinión las bancadas entiendan oportuno escuchar. De esta forma contaremos con algo más que 
la percepción del señor ministro: vamos a contar con un aporte de otras características, lo que 
seguramente nos va a venir bien a todos. Digo esto porque es nuestra responsabilidad al votar este 
tema, sobre el que no hay antecedentes. Esta es mi propuesta. 


En el desarrollo de los trabajos de la comisión, el propio señor ministro nombró a muchas 
personas que desde nuestra bancada no descartamos citar más adelante para que vengan a dar su 
versión de los hechos. 


Desde ya anuncio que nos damos más que por satisfechos del relato que nos brindaron el 
señor ministro y el señor subsecretario, a veinticuatro horas de haber asumido sus respectivos cargos, 
más allá de varias percepciones con las cuales tenemos diferencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor ministro y al señor subsecretario su comparecencia en 
este ámbito. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 12:41). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


